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Resumen ejecutivo
El Índice de Estado de Derecho en México 2021–2022 es la cuarta edición de la medición 
más completa sobre de la adhesión al Estado de Derecho de las 32 entidades federativas 
del país.

El Índice ofrece nuevos datos organizados en ocho factores 
que enmarcan el concepto de Estado de Derecho: límites 
al poder gubernamental, ausencia de corrupción, gobierno 
abierto, derechos fundamentales, orden y seguridad, cum-
plimiento regulatorio, justicia civil y justicia penal. Estos 
factores se desagregan en 42 sub-factores. Los puntajes 
de esta edición reflejan las perspectivas y experiencias de 
más de 12,800 personas en todo el país y de 2,100 especia-
listas en justicia civil, justicia penal, justicia laboral y salud 
pública, además de los resultados de una multiplicidad de 
encuestas y bases de datos sobre estos temas (fuentes 
terciarias). 

El Índice utiliza una escala de 0 a 1, donde 1 indica la 
máxima adhesión al Estado de Derecho. Al igual que en la 
edición anterior, ningún estado se acerca a la calificación 
idónea, y ninguno alcanzó un puntaje superior a 0.5, lo que 
significa que todas las entidades del país tienen grandes re-
tos en esta materia.7 Los estados con los puntajes más altos 
en el Índice de Estado de Derecho en México 2021–2022 
fueron Querétaro (0.49), Yucatán (0.47) y Guanajuato 
(0.46). Esta es la primera ocasión en la cual Querétaro y 
Guanajuato se encuentran en los primeros lugares del Ín-
dice, mientras que Yucatán se había ubicado en la primera 
posición en las tres ediciones anteriores. Los estados con 
los puntajes más bajos fueron Quintana Roo (0.36), More-
los (0.35), y Guerrero (0.34).

Los puntajes de esta edición continúan mostrando un es-
tancamiento, e incluso un deterioro, en materia de Estado 
de Derecho en los distintos estados del país. Los puntajes 
generales cayeron en 14 entidades (Campeche, Chiapas, 
Ciudad de México, Coahuila, Colima, Guerrero, Hidalgo, 
Michoacán, Morelos, Nayarit, Oaxaca, San Luis Potosí, 
Sonora y Tabasco), subieron en seis (Durango, Guanajuato, 
Nuevo León, Querétaro, Sinaloa y Tamaulipas), y permane-
cieron sin cambio en 12 (Aguascalientes, Baja California, 
Baja California Sur, Chihuahua, Estado de México, Jalis-
co, Puebla, Quintana Roo, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y 
Zacatecas).8 Estos cambios se explican en gran medida, 
por tres tendencias. La primera es un debilitamiento de los 
contrapesos institucionales a los gobiernos estatales y un 
cierre del espacio cívico. La segunda, es un deterioro en los 
sistemas de justicia penal. La tercera es la falta de avances 
en materia de anticorrupción.

7 Para facilitar la lectura de los puntajes, redondeamos las cifras a dos puntos decimales.

8 Consultar la sección de metodología para conocer más detalles sobre la medición y el cálculo de los cambios.

A. Debilitamiento de los contrapesos institucionales
y cierre del espacio cívico.

Los resultados de esta edición muestran un deterioro 
de los contrapesos a los ejecutivos estatales. El puntaje 
del Factor 1: Límites al poder gubernamental bajó en 17 
estados del país (Aguascalientes, Baja California, Ciudad 
de México, Coahuila, Colima, Estado de México, Hidalgo, 
Jalisco, Morelos, Nayarit, Oaxaca, Quintana Roo, San Luis 
Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco y Zacatecas) y permaneció 
sin cambios en 9 (Baja California Sur, Campeche, Chiapas, 
Guanajuato, Guerrero, Michoacán, Nuevo León, Puebla y 
Tlaxcala). Estas caídas se explican por dos tendencias. La 
primera es el debilitamiento del poder legislativo local y 
del poder judicial para actuar como contrapesos eficaces al 
ejecutivo estatal (sub-factores 1.1 y 1.2, con caídas en 23 y 
22 estados, respectivamente). La segunda es la contracción 
del espacio cívico, el cual se manifiesta mediante caídas en 
15 estados en los puntajes que miden la efectividad de la 
sociedad civil, los partidos políticos y la prensa para actuar 
como un contrapeso efectivo al poder público. En este 
rubro, 5 estados se mantuvieron sin cambios y 12 subieron 
su puntaje.

B. Deterioro de los sistemas de justicia

Esta edición muestra también un deterioro en el desempe-
ño de los sistemas de justicia. En el área penal, los pun-
tajes del Factor 8: Justicia Penal cayeron en 14 estados 
del país (Aguascalientes, Campeche, Chihuahua, Colima, 
Coahuila, Estado de México, Guerrero, Hidalgo, Morelos, 
Nayarit, Puebla, San Luis Potosí, Sonora y Tabasco), perma-
necieron sin cambios en 10 (Chiapas, Ciudad de México, 
Guanajuato, Michoacán, Nuevo León, Oaxaca, Quintana 
Roo, Tamaulipas, Yucatán y Zacatecas), y subieron en 8 
(Baja California, Baja California Sur, Durango, Jalisco, Que-
rétaro, Sinaloa, Tlaxcala y Veracruz). Estas cifras son seme-
jantes a las cifras del año pasado, en el cual 16 entidades 
retrocedieron. De las 14 entidades que experimentaron 
caídas en los puntajes este año, seis también experimenta-
ron caídas el año anterior. 

Los indicadores en los que más estados cayeron fueron (a) 
la garantía a los derechos de las víctimas (sub-factor 8.3, 
que bajó en 21 estados), (b) adhesión al debido proceso 
(sub-factor 8.4, que cayó en 19 estados); y (c) la imparciali-
dad, independencia y ausencia de corrupción en el sistema 
de justicia penal (sub-factor 8.5, que cayó en 18 estados). 
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Por otro lado, la efectividad de las investigaciones hechas 
por la policía y el Ministerio Público continúa siendo el ma-
yor reto en materia de Justicia Penal (sub-factor 8.1, que 
cayó en 18 estados y ya había caído en 15), al ser el indica-
dor con los puntajes más bajos de los seis que conforman el 
Factor 8 en todos los estados del país. Muestra de ello es la 
cifra negra –los delitos que no se denuncian– la cual llegó al 
93.3% en el país, según la Encuesta Nacional de Victimiza-
ción y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 2021 
del INEGI.

En el área civil y administrativa, el Factor 7: Justicia Civil 
bajó en 18 estados (Campeche, Chiapas, Ciudad de México, 
Colima, Durango, Estado de México, Guerrero, Hidalgo, 
Jalisco, Michoacán, Morelos, Oaxaca, Puebla, San Luis 
Potosí, Sonora, Tamaulipas, Veracruz y Yucatán). En esta 
área, el indicador peor calificado es el sub-factor 7.6, que 
mide si el sistema de justicia civil es expedito, el cual cayó 
en 18 estados (Baja California, Campeche, Chiapas, Ciudad 
de México, Durango, Estado de México, Guerrero, Hidalgo, 
Jalisco, Michoacán, Morelos, Oaxaca, Puebla, Querétaro, 
Sinaloa, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán). Por otro lado, los 
mecanismos alternativos de solución de controversias 
siguen siendo una alternativa atractiva para mejorar el 
acceso a la justicia. Dentro del Factor 7, los puntajes del 
sub-factor 7.8 son los más altos en la mayoría de las entida-
des federativas. 

C. Estancamiento en la lucha contra la corrupción

Al igual que en años anteriores, esta edición del Índice 
muestra una falta de avances en el Factor 2: Ausencia de 
corrupción, el cual cayó en 16 estados (Baja California Sur, 
Campeche, Chihuahua, Colima, Estado de México, Guerre-
ro, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Nayarit, Oaxaca, Quinta-
na Roo, San Lis Potosí, Tabasco, Tamaulipas y Yucatán), y se 
mantuvo sin cambios en 11 (Aguascalientes, Baja Califor-
nia, Chiapas, Ciudad de México, Coahuila, Guanajuato, 
Jalisco, Puebla, Sinaloa, Sonora y Tlaxcala). Los indicadores 
con más caídas fueron la ausencia de corrupción en el 
poder judicial (sub-factor 2.2, con caídas en 21 estados), 
el que mide la ausencia de corrupción en los sistemas de 
seguridad y procuración de justicia (sub-factor 2.3, que 
bajó en 17 estados) y la ausencia de corrupción entre las 
autoridades del poder ejecutivo estatal (sub-factor 2.1, que 
bajo en 17 estados y se mantuvo sin cambios en 6).  

D. Seguridad

Finalmente, los datos del Índice de Estado de Derecho en 
México 2021–2022 muestran que, a pesar de que el país 
todavía enfrenta una grave crisis de seguridad, ha habido 
ligeros avances. Los puntajes del Factor 5 subieron en 
19 estados (Aguascalientes, Baja California, Ciudad de 
México, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, 
Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Queré-
taro, Quintana Roo, Sinaloa, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz 
y Zacatecas) y la sensación de seguridad de las personas 
(sub-factor 5.3) subió en 24 entidades federativas. 




